
BOE núm. 109 Miércoles 6 mayo 1992 15425

IIl. Otras disposiciones

HECHOS

11

MINISTERIO DE JUSTICIA

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid don
Juan Romero·GirÓn Deleíto contra la ncgativa del ,Regístnldor Mercan·
tíl número 14 de Madrid a ·inscribir la escritura de constitución de la
Socíedad «Banestur. Sociedad Anónima».

incompleto haciendo confusa su lectura. El artículo 17 de los estatutos
en relación a la retribución de los administradores es contrario a lo
dispuesto en los artículos 9.° de la Ley de Sociedades Anónimas, 124 del
Reglamento del ~e~istr~ Me~ntil y Re50lucion~es de 19 ~ ~O de febrero
de 1991. La ComiSIón ejecutIva del Banco Espanol de .Crédlto carec~~ de
capacidad para acordar la constitución de una Sociedad-con oOJeto
distinto al del citado Banco, conforme al artículo 129 de la Ley de
Socicdades Anónimas. y en cumplimiento del artículo 62.3 del vigente­
Reglamento del Registro Mercantíl, extiendo la presente en Madrid. a 25
de marzO de 1990. Firmado, el Registrador.»

Presentada dicha escritura de nuevo en el Re~istro Mercantil junto
con cscritura de rectificación autorizada ante el mismo Notario el 22 de
abril .de 1991 fue calificada con nota del siguiente tenor literal:
«Suspendida la inscripción del precedente documento en unión de
escritura de rectificación autorizada ante el mismo Notario el dia 24 de
abril de 1991 con número de protocolo 906, y presentadas en este
Rcgistro el 30 de abril por no haberse subsanado el defecto Que se indica
cn el último lugar de la nota precedente.» Madrid, 17 de mayo de 1991.
Firmado el Registrador.
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IV

Contra dicha calificadóR interpuso el Notario autorízaitte de la
escritura recurso gubernativo alegando que: Respecto de los hechos s!
otorgó escritura de subsanación de los defectos indicados en la nota con
fecha 22 de abril de 1991 y que al objeto de subsanar el último de ellos,
unico contra el 9ue se recurre, se transcribió el objeto social del Banco
Español de Crédito y el contenido de la escritura.en la que se delegaban
en la Comisión Ejecutiva todas las facultades del Consejo de Adminis­
tración. entendiéndose que roneUo resultaba claro que el Consejo, y por
delegación, la Comisión Ejecutiva tenía facultades suficientes para
acordar la inversión de fondos en la constitución de otra Sociedad: que
el problema que se plantea en el presente recurso es el relativo a la
conocida y reiterada cuestión de la capacidad de los administradores en
relación con el objeto social; que el objeto social del Banesto incluye
toda clase de operaciones financieras, industriales. comerciales y. tam-

< bien _inmobiliarias; expresiones en las que debe caber la inversión de
fondos para .participar en Sociedades corno corresponde a la naturaleza
de un Banco yla realidad jurídica-mercantil, en que los Bancos actúan
como Sociedades de Sociedades; que sobre esta cuestión se ha pronun­
ciado en numerosas ocasiones la Dirección General de Registros y
NOlariado. pudiendo citarse las Resoluciones de 2 de octubre de 1981.
6 Y8 de octubre de 1982. 11 de febrero de 1983.31 de marzo de 1986,
18 de marzo de 1986 y 30 de marzo de 1990 de las que cabe extraer la
doctrina de que, si bien el objeto social es límite externo de las facultades
dc los Administradores es dificil. frente a los llamados actos neutros.
determinar si un acto está o no comprendido en el objeto social, por lo
que. en principio. salvo que sea ostensiblemente contrario al mismo, hay
que entender que esta cuestión escapa de la calificación registral
(Resolución de 18 de marzo de 1986) por lo que habria Que considerarlo
en principio permitido y procederse a su inscripción sin perjuicio de los
derechos de los interesados: de ello se deduce que la inversión de unos
fondos en una cuantía insignificante en relación con su capital social por
una Entidad bancaria en la constítución de una Sociedad-es un acto Que
sc encuentra entre los llamados neutros. que pueden cumplir indirecta·
mente el objcto social dc la Entidad y que quedan fuera de la calificación
registral; que en este mismo sentido. la Dm~ceión General de Registros
y Notariado ha entendido en Resoluciones de 2 de octubre de 1981 y 3D
dc marzo de 1990 que la enumeración de facultades contenida en los
Estatutos corno facultades dcl órgano de Administración ha de interpre·
t3rsc como una ampliación del objeto social o como una serie de
fhcuhades cuyo ejercicio se entiende dirigido al cumplimiento del objeto
social de mOdo que. estando comprendido el acto dentro de esa
amplia,ción de facultades. su ejercicio· cntra dentro de la esfera de
competencias de los Administradores. aunque aparentemente no se
circunscriba a los limitados términos del objeto social estatutario; que
la misQU.....orientación ya en el plano legal se observa en el articulo 129
dc la Ley de Sociedades Anónimas que refuerza la protección del tercero
de buena fe frente a los aetos realizados fuera del objeto social por los

JUAN CARLOS R.

RESOLUCJON de 11 de marzo de /992, de la Dirección
General de los RegisffOs Ji dI!! Notariado en el recurso
gubernath'o interpuesto por el Notario de Madrid don Juan
RomercrGirón Deleito contra la negath'a del Registrador
Mercallli/ número 14 de Madrid a inscribir la escritura de
cons1iWción de la Sociedad «Banestur. Sociedad Anó­
nima».

REAL DECRETO 445/1992. de 30 de abril. por el que se
concede el titulo de Conde de La/ores, con Grande:a de
Esparia, a don Sabj¡~o Fernández Campo.

Dado en Madrid a 30 de abril de 1992.

9832

9831

En 15 de febrero de 1991 se otorgó, ·por las Sociedades «Banco
Espanol de Crédito. Sociedad Anónima», «Oasis Leisure Limited» rdon
Angel Ojeda Avilcs escritura pública de constitución de la Sociedad

_ «(Bancstur, Sociedad Anónima», ante el Notario de Madrid don Juan
Romcro·GirÓn Deleito cuyo objeto social, según el artículo 2.° de sus

tstatUlOS es «el ejercicio de las actividades de mediación y organización
de servicios turistícos propias de las agencias mayoristas minoristas de
viajes. íncluso la utilización de medios propios en la prestación de los
mismos, de acuerdo con la legislación vigente en esta materia».

Presentada dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid fue
calíficada con una primera nota de fecha 25 de marzo de 1991 del
siguicntc tenor literal: «Se suspende la inscripción del presente docu­
mcnto por comprender los siguientes defectos que impiden practicarla:
No consta quc la aportación extranjera se haya ingresado en la cuenta
corriente de la Sociedad, conforme al artículo 40 de la Ley de Sociedades
Anónimas y 132 del Reglamento del Registro Mercantil; falta la
accptación de un numero de Consejeros suficiente para la válida
constitución de~ Consejo y su funcionamicmto conforme al articu­
las 8,°, 0.125 de la Ley deSocíedades Anónimas y 141 del Reglamento
del Rcgistro Mercantil. El artículo 16 de los Estatutos permite al decir
"o de la sesión" certificar y visar las certificaciones a personas distintas
de las que imperativamente señala el artículo 109 del Reglamento del
Registro Mercantil. El articulo 11 de los Estatutos par~ce ..9l1e está

El "Minis~ de JUSlicia.
TOMAS DE LA QUADRA·SALCEOO

y FERNANOE2: DEL CASTillO

t

Tras una larga y brillante trayectoria de servicios destacados,
militares y civiles, al Estado, don Sabíno Fernández Campo fue llamado
para incorporarse a Mi Casa. primero romo Secretarío general y más
tarde como Jefe de la misma. En ambos puestos me ha asistido en todo
momento con agudo talento. pru,dcnte crjterio. le~1 consejo y generosi­
dad ¡limitada en las tareas que me ha correspondido realizar a lo largo
de una etapa trascendental en la historia de España, durante la Que se
llevó a buen término la transición política. que -ha culmina~o en el
asentamiento de la democracia y de la Monarquía parlamentanat en el
marco dc la Constitución, por lo que, 'queriendo-demostrarle MI Real
aprecio por sus servicios inestimables,

Vengo en otorgar a don Sabino Femández Campo el título de Conde
de Latores, con Grandeza de España, para si y sus sucesores, de acuerdo
con la legislación nobiliaria española.
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administradores, que los terminas en que está redactado el objeto social
no son siempre definitivos para deducir sin más el alcance de las
facultades de los Administradores ni el Registrador puede con su simple
~cctura saber si el acto va a obligar a la Sociedad. pues el documento
presentado carcee por sí solo de dalos para basar tales conclusiones; que
hay que entender con la Resolución de 31 de marzo de 1986 que, en
principio, salvo que se trate de actos claramente contrarios al objeto
social, esta cuestión escapa a la calificación del Registrador mercantil;
que de no enlcndcfSC' asi y puesto que en la vida jurídica-las Sociedades
no encuentran obstáculos para la compraventa de acciones y títulos se
Ilc~ará a la solución artificiosa de constituir las Sociedades con personas
fislcas y una vez inscrita la Sociedad transmitir las acciones a la persona
juridica que no intervino directamente _en la fundación por temor a que
una rigurosa interpretación del objeto social dificulte o imposibilite la
constitución de la Sociedad o se recurrirá a incluir en todos los Estatutos
la cláusula que permita a los Administradores «la inversión de fondos
en toda clase de Sociedades» con lo cual se acelerará el proceso de
convertir el Derecho Mercantil de fondos en un Derecho Mercantil de
conceptos.

V

El Registrador dictó acue~o manteniendo la calificación en todos
sus términos, alegando que: El problema que se plantea en el presente
recurso es el de la extensión de la capacidad de los Administradores de
una Sociedad en relación con el objeto de la misma: que la doctrina de
la Dirección General de Registros y Notariado es clara en el sentido de
que el objeto es el límite de la capacidad de los Administradores como
se ~cspre.nd~ de la Resoluci?~ ~e 2de octubre de .1981 y no es obstác~J1o
a dicho limite el que la poslblhdad de fundar Sociedades esté concedida
a los -Administradores en la enumeración de sus facultades, siendo
c,?nveniente citar la Resolución de 13 de abril de 1981 donde se dice Que
dICha facultad concreta también está limitada por el objeto social: que
el artículo 129 de la Ley de Sociedades AnÓnimas plantea razonables
dudas acerca de cuál deba ser el alcance del poder de representación,
pero que su finalidad no es alterar los diferentes sistemas europeos, sino
tul,c-lar al tercero Que contrate con los Administradores al margen del
objeto y por tanto no ha alterado el sistema español tradicional: que si
cl podcr dc representación se extiende a los actos comprendidos dentro
del objeto pero además se tutela al tercero de buena fe y sin culpa grave
más allá de dicho límite, hay Que plantearse el problema de que tales
actos 'afecten a personas o derechos sujetos a inscnpción y en tal caso
se produce la confrontación entre el principio de legalidad y del
princjpio Que. inspira la protección del tercero de buena fe, estando
recogido el pnmero en los artículos 18 del Código de Comercio y 16 del
Reglamento del Registro Mercantil en donde los Registradores califi~
quen la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos en cuya
virtud se solicita la inscripción y la capacidad y legitimación de los que
los otorguen y la validez de su contenido y por tanto el problema de la
capacidad de los Administradores de una Sociedad es algo que no puede
escapar a la -calificación registral por imperativo de la ley; Que dichas
~isposiciones no están derogadas y deben continuar aplicándose si se
tlen~ en cuenta además los efectos que produce la inscripción en el
RegIstro Mercantil; que toda la legislación en materia de Entidades de
crédito es;á presidida' por el principio de orden público Que reduce el
papel que juega la autonomia de la voluntad a casos especialisimos y Que
díc~o principio se proyecta también en el objeto social de tales
Entidades como se desprende de la regulación que del mismo se hace en
la ~ey ~é Ordenación Bancaria de 31 de diciembre de 1946 y el Decreto
legislativo 1298/1986, de 28 de junio, todo lo cual hace que la actividad
bancari~ sea exclusiva y excluyente, como ya puso de relieve la
R~luclón de 1 ~e ~ebrero de 1957;, Q,ue el ejer~icio de una Agencia de
Viajes es la realizaCión de una actiVidad ,propia de una -Sociedad de
ser~icios y que esta activ.idad no está t:eCogida en la redacción del objeto
SOCIal de la fundadora 01 en el conteOldo del artículo 175 del Cógido de
~omercio al Que se remite y ~ue el principio de orden público hace
Imposible la extensión a otra actIvidad no prevista ni legal ni estatutaria~
m.cnte, por lo que se trata de una extralimitación de las facultades de los
Administradores, toda vez que la participación de la Entidad de crédito
es mayoritaria y su actividad inversa debe extenderse exclusivamente a
lo previsto en la Ley y Estatutos.

VI

Contra dicho acuerdo interpuso el Notario recurrente recurso de
alzada ante. este Centro Directivo en que reiteró las alegaciones hechas
en su esento de recurso gubernativo y añadió: Que el escrito del
Registrador no profundiza suficientemente sobre la cuestión debatida,
qu.e e,s ~I alcance de la calificación respecto de los actos de los que en

, pnnclplo no se puede afirmar que sean claramente contrarios al objeto
social: que afirma que la actividad de la Sociedad constituida no está
incluida en el objeto social del bando, pero eso es hacer supuesto de la
cl:lestic?n, pues lo que se. di~ute .es precisamente si esta aparente
diversIdad escapa o no a la calificaCIón registral; Que hay que hacer una
interpretación de las normas a la lUl.,de la realidad social que ha llevado
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a los bancos a actuar en el tráfico jurídico como Sociedades de
Sociedades y a participar en toda clase de Sociedades con diversos
objetos. argumento Que ha sido tenido en cuenta en la Resolución de 21
de junio de 1990 sobre Sociedades unipersonales; que afirmar, como
hace el Registrador, que sólo la Junta General de Banesto, integrada por
miles de accionistas puede acordar la inversión de fondos en la Sociedad
constituida significa imposibilitar al banco para operar en el mercado
jurídico con la agilidad y competitividad qué exigen los tiempos actuales
y significa poner en tela de juicio la validez de las Sociedades
participadas o dominadas por los grandes bancos, que son innumerables
y a menudo con objeto social que nada tiene que ver con la estricta
actividad bancaria.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulas 9.°, 117, 129 Y 133 de la Ley de Sociedades
Anónimas y las Resoluciones de este Centro de 24 de febrero de 1923,--­
6 de diciembre de 1954, 16 de octubre de 1964, 2 de febrero de 1966,
1 dc octubre de 1981, 31 de marzo y 18 de mayo de 1986, 12 de mayo
de 1989, 16 de marzo y 20 de diciembre de 1990 y 11 de noviembre
de 1991: .

1. En este expediente se plantea la cuestión de si es inscribible en
el Registro Mercantil 1Jna e~ritura de constitución de Sociedad Ano..
nima que tiene por objeto social el ejercicio de las actividades de
mediaCIón y organización de servicios turfsticos propios de las Agencias
mayoristas y minoristas de viajes cuando uno de los tres socios
constituyentes es una Sociedad dedicada a las actividades propias de la
Banca.

2. Es doctrina reiterada de este Centro directivo, que se inicia en la
Resolución· de 24 de febrero de 1923, y se refuerza en las restantes
citadas en los Vistos hasta llegar a la de 11 de noviembre del pasado año,
que el Consejo de Administración, y en este· caso por: delegadón el
Comité ejecutivo, es'el único órgano externo de la Sociedad que la
diri~e, gobierna y representa con extensas facultades, y por eso las
limItaciones estatutanas sólo producen límites internos que se traducen
en responsabilidad de los Administradores frente a la Sociedad y no

. peljudican a tercero de buena fe cuando aquéllos sobrepasan tales
limites -artículos 76 de la LSA de 1951 y 129.1 de la vigente. .

3. La única limitación legal es pues la de que la representación se
extenderá a todos los actos comprendidos en el objeto social delimitado
en los l:statutos; en el caso cuestionado. la Sociedad constituyente tiene
por objeto una especifica actividad bancaria y la Sociedad constituida,
por su parte, se dedicará a la realización de servicios turisticos. lo que,
puede parecer que no queda comprendido en el ámbito de la de la
primera, por 10 que habría- que examinar si hay en realidad una
desviación respecto del objeto que impide al órgano administrativo
gozar de la representación que se arroga. 1-

4. Como ya declaró la Resolución de 6 de diciembre de 1954,_di
objeto social no puede cálificarse con criterio excesivamente riguroso, de ;-
manera que se considere que una Sociedad no puede realizar sus
actividades mediante una nueva Sociedad, sin tener que modificar sus
Estatutos, y que la conexión de un acto con el objeto social no es sencillo
determinarlo en general y «a priori», y escapa ordinariamente a la
actividad calificadora de los Estatutos, como ya advirtieron las Resolu­
ciones de 16 de octubre de 1964 y 18 de mayo de 1986. El 'tercero no
debe, por otra parte, asumir la carga de interpretar esa conexión al
cclebrar un negocio con el Administrador, teniendo en cuenta además
que el objeto social está redactado unilateralmente por la Sociedad
-articulo 1.288 Cc.-, por lo que es ésta y «a posteriori» le legitimada
para contrastar esa conexión' y exigir la responsabilidad pertinente al
órgano administrativo que hubiese realizado actos desconectados del
objeto social -veanse articulos 129.2 y 133.1- de la' Ley vigente.

5. La anterior doctrina se encontraba ya implícita en la jurispru­
dencia en torno al articuI0-7& de la anterior Ley, y aparece recogida y
reforzada en la vigente -articulas 117, 129 Y 133, entre otros- al haber
aceptado como incluidos en el ámbito del poder de representacíón de los
Administradores, no sólo los actos de desarrollo o ejecución del objeto
de forma directa o indirecta, as! como los complementarios o auxiliares
para ello. sino también los actos neutros o·polivalentes (Resoluciones de
2 de octubre de 1981 y 12 de mayo de 1989) e incluso los actos
aparentemente no conectados con el objeto social (Sentencias del
Tribunal Supremo de 14 de mayo de 1984 y 24 de noviembre de 1989,
y Resoluciones de I de julio de 1976 y 31 de marzo de 1986 en relación
a los avales a terceros), quedando excluidos en principio del ejercicio del
poder de representación los claramente contrarios al objeto. '

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la
nota del Registrador.

_L~ que. con devol~ci<?n del expediente original comunico a vuestra
senona para su conOCImiento y efectos.

Madrid, I1 de marzo de 1992.-El Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Sr. Registrador Mercantil de Madrid.


